
 

 

DE LA COMISIÓN DE JUSTICIA, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS 

ARTÍCULOS 24 Y 366 TER, Y SE ADICIONA EL 209 QUÁTER AL CÓDIGO PENAL FEDERAL 

HONORABLE ASAMBLEA: 

A la Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión de la LXIII Legislatura, le 

fueron turnadas dos iniciativas con proyecto de decreto, la primera de ellas por la que se reforma el artículo 24; 

mientras que la segunda por la que se adiciona el artículo 209 quater y se reforma el 366 Ter todos los numerales 

correspondientes al Código Penal Federal, siendo presentadas ambas iniciativas por la Diputada Martha Cristina 

Jiménez Márquez del Partido Acción Nacional. 

Con fundamento en los artículos 71 y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 39; 43, 44, 

y 45 numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, 

82, 84, 85 y 157 numeral 1, fracción I, 158 numeral 1, fracción IV y 167 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, los miembros de esta Comisión de Justicia sometemos a consideración del Pleno de esta Honorable 

Asamblea el presente dictamen al tenor de la siguiente: 

METODOLOGÍA 

Esta Comisión, desarrolló los trabajos correspondientes conforme al procedimiento que a continuación se describe: 

I. En el apartado “ANTECEDENTES” se indica la fecha de recepción en el Pleno de la Cámara de Diputados y 

del recibo del turno en la Comisión de Justicia para su análisis y dictaminación de las tres iniciativas a estudio. 

II. En el apartado denominado “CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS” se resume el objetivo de las 

iniciativas que nos ocupa. 

III. En el apartado “CONSIDERACIONES”, las y los integrantes de esta Comisión dictaminadora, expresamos 

los razonamientos y argumentos con base en los cuales se sustenta el sentido del presente dictamen. 

I. ANTECEDENTES 

1.- La primera iniciativa sujeta a análisis fue presentada ante el Pleno y publicada en la Gaceta Parlamentaria el 

28 de abril de 2016, la cual fue turnada a esta Comisión el 29 de abril del presente año, para su estudio y 

dictamen correspondiente. 

2.- Respecto de la segunda, fue publicada en Gaceta Parlamentaria el 14 de abril de 2016 y turnada a esta 

Comisión el 21 del mismo mes y año para su estudio y dictamen correspondiente. 

3.- Derivado de lo anterior, esta Comisión de Justicia realizó el análisis y la dictaminación de ambas propuestas. 

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

Iniciativa que propone reformar el artículo 24 del Código Penal Federal. 

En iniciativa que propone la Diputada Martha Cristina Jiménez Márquez, tiene por objeto según se refiere en ella, 

fortalecer el régimen legal en la comisión de delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual ya sea de 

menores de edad, incapaces y mayores de edad; en este sentido, además de las sanciones convencionales (prisión, 

multa, etcétera), por lo que a consideración de la proponente, es necesario reforzar el catálogo de penas y medidas 



 

 

de seguridad aplicables, previstas en el Código Penal Federal, a efecto de generar un registro de las personas que 

han sido sujetas a la publicación especial de sentencia o a la prohibición de ir a lugar determinado, ello en última 

instancia en beneficio de la sociedad. 

Refiere la proponente que lo que origina la medida anterior es la gravedad del delito, por una parte; y por otra, la 

incidencia cada vez mayor de este tipo de ilícitos en países de América Latina, entre los que México se encuentra 

incluido. Dentro de los datos y cifras que sirven de sustento a dicha iniciativa destacan: El incremento de la 

pornografía infantil; fenómeno del que la propia ONU ha alertado;1 la explotación infantil se ha detonado en las 

ciudades fronterizas y el Área Metropolitana de la Ciudad de México;2 México forma parte de la lista de países 

más atractivos para el comercio sexual infantil.3 

Por otro lado, la iniciante establece que la alta incidencia delictiva a nivel nacional en dónde los delitos sexuales de 

enero de 1997 a febrero de 2016, dan la cantidad oprobiosa de 29,245,685 (Veintinueve millones doscientos 

cuarenta y cinco mil seiscientos ochenta y cinco) delitos cometidos, en 2015 se cometieron 1,480,192 (un millón 

cuatrocientos ochenta mil ciento noventa y dos) delitos y a febrero de 2016 la cifra da 233,920 (doscientos treinta y 

tres mil novecientos veinte) delitos cometidos y para el mismo periodo en comparación con el año pasado, se ha 

dado un incremento del 2.05%, lo que representan 4,698 (cuatro mil seiscientos noventa y ocho) delitos más en los 

primeros dos meses del año, todo esto según datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública, ello según refiere son cifras del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Asimismo, refiere que a nivel federal ya que el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

no cuenta con dicha información, toda vez que su clasificador únicamente señala de manera genérica los delitos 

cometidos contra la integridad corporal de las personas, pero no especifica el tipo de delito. 

Ahora bien, refiere la iniciante que derivado de dicha circunstancia y de la multitud de factores que en ella inciden, 

es que presentó esta iniciativa, ya que considera que es necesaria la creación de un Registro de las personas a las 

que se les ha impuesto la medida de seguridad consistente en la prohibición de ir a lugar determinado y la de 

publicación especial de sentencia, tratándose de cualquiera de los delitos señalados en el Titulo Decimoquinto 

Delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual del Código Penal Federal. 

Lo anterior, según menciona, con dos objetivos primordiales, por un lado se le de publicidad a la medida de 

seguridad, a efecto de denunciar su posible incumplimiento y por otro lado, el proteger la integridad física y 

psicosexual de las personas ante una 7eventual reincidencia por parte del sentenciado; esto es, la iniciante pretende 

crear un mecanismo que garatice por parte del Estado el derecho a saber quién ha obtenido sentencia firme por la 

comisión de los delitos a que se refiere el Titulo Decimoquinto del Código Penal Federal, lo que indudablemente, 

posibilitará la protección de millones de mexicanos que potencialmente son víctimas de este tipo de delitos contra 

la libertad y el normal desarrollo psicosexual. 

Al respecto formula las siguientes consideraciones: Naturaleza de la medida, su presunta inconstitucionalidad, el 

derecho comparado y la propuesta de reforma. 

1. Naturaleza de la medida. En principio, establece la proponente que debe tenerse presente que: “Es mejor evitar 

los delitos que castigarlos”, aunque no existe consenso a la hora de definir las llamadas “medidas de seguridad” y 

ni siquiera existe acuerdo de qué es una medida de seguridad y cuáles son los perfiles que la distinguen de una 

pena; lo cierto, refiere la legisladora, es que existen algunas notas esenciales en las distintas definiciones, Antonio 

Beristaín las define como los “medios asistenciales, consecuentes a un hecho típicamente antijurídico, aplicados 

por los órganos jurisdiccionales a tenor de la ley, a las personas peligrosas para lograr la prevención especial”, sin 

embargo, refiere que también podrán ser “la consecuencia jurídica de la peligrosidad antedelictual o postdelictual, 

a diferencia de la pena, que es la consecuencia jurídica del delito”, según la opinión de Carlos García Valdés. 



 

 

Por su parte, refiere a Raúl Carrancá y Trujillo quien coincide con este criterio: “Las penas se fundan en la 

culpabilidad, las medidas de seguridad en la peligrosidad”, por su parte Villalobos dice que son aquellas que “sin 

valerse de la intimidación y por tanto sin tener carácter definitivo, buscan el mismo fin de prevenir futuros 

atentados de parte de un sujeto que se ha manifestado propenso a incurrir en ellos”. Otros juristas, Rafael de Pina y 

Rafael de Pina Vara, las definen como “las prevenciones legales encaminadas a impedir la comisión de nuevos 

delitos”. A su vez, Cuello Calón las define como: “Las medidas de seguridad son especiales medios preventivos, 

privativos o limitativos de bienes jurídicos, impuestos por los órganos estatales competentes a determinados 

delincuentes”. 

Refiere la proponente que para los efectos de esta iniciativa, las medidas de seguridad serán “los instrumentos por 

medio de los cuales el Estado en forma individualizada y singular, sanciona a los sujetos activos de un delito con el 

fin de evitar la comisión de nuevos delitos, sin que dicha sanción tenga carácter aflictivo o retributivo”. 

2. Pretendida inconstitucionalidad. No es posible eludir hacer referencia a la inconstitucionalidad de las medidas de 

seguridad, en general; y de la propuesta, en particular. Algunos autores la han alegado, según refiere la iniciante, 

dado que no se hace mención expresa, en nuestro texto constitucional, a las medidas de seguridad, lo cual, 

considera la iniciante que es una discusión que carece de un fundamento sólido; en principio, la pena, con 

independencia de cualquier carácter que pretenda atribuírsele (de castigo, de enmienda, de retribución, etc.), posee, 

entre otras características, la de ser aplicable post delictum, siendo, a consideración de la proponente, un elemento 

o una consecuencia de él pero siempre, entendida en torno del mismo como algo inherente. 

Así pues, la iniciante considera que aplicar una pena que no esté comprendida dentro del catálogo de las mismas a 

una conducta delictuosa, repugna a nuestro régimen constitucional. La proponente considera que la medida de 

seguridad no es una pena propiamente dicha, es precisamente una medida que se adopta para impedir la realización 

de una conducta ilícita, de ahí incluso, su indeterminación y también su levantamiento si desaparecen las razones 

que la justificaron, además, la medida de seguridad no sólo tiene por qué analizarse desde la óptica de una 

limitación o perjuicio a la esfera jurídica del particular, sino también como un medio que impide una afectación 

mayor a la que correspondería en un determinado caso; una interpretación similar adopta nuestro máximo Tribunal 

al expresar que “la facultad a que se refiere el artículo 55 del Código Penal Federal consistente en que el juez de 

oficio o a petición de parte prescinda de la imposición de una pena privativa o restrictiva de la libertad y la 

substituya por una medida de seguridad, debe considerarse como de ejercicio obligatorio y no potestativo cuando 

por la gravedad de la enfermedad que sufre el procesado pudiera ocasionar un perjuicio a la salud e intereses de 

terceros y de la sociedad misma. 

Además, refiere la iniciante, tratándose de la protección de los menores, desde el texto constitucional existe un 

régimen especial. A este respecto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece diversas 

garantías de orden personal y social a favor de los éstos en su artículo 4º, que en lo de interés dispone: “En todas 

las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, 

garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus 

necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio 

deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez”. 

Por otra parte, la Convención sobre los Derechos del Niño, la cual fue suscrita y ratificada por el Estado mexicano 

(por lo que en términos del artículo 133 Constitucional forma parte de nuestro sistema jurídico como una norma de 

derecho positivo vigente), establece que las autoridades administrativas, los tribunales o los órganos legislativos en 

todas las medidas que tomen concernientes a los niños, se atenderá primordialmente el interés superior del niño 

(artículo 3o.); asimismo, dicha convención estipula que tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una 

nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres (artículo 7o.); que los Estados partes se 

comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las 



 

 

relaciones familiares de conformidad con la ley, sin injerencias ilícitas; finalmente, agrega que cuando un niño sea 

privado ilegalmente de alguno de los elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados partes deberán prestar 

la asistencia y protección debidas con miras a reestablecer rápidamente su identidad (artículo 8o.). Todo lo anterior 

permite concluir que no únicamente en nuestra Ley Fundamental, sino que en diversas normas internacionales y 

otras de derecho interno que la desarrollan, se consagra el principio del “interés superior de la niñez”. Sin que 

pueda soslayarse, por otro lado, que el propio ordenamiento prevé una figura que, al igual que la medida propuesta, 

también podría considerase constitucionalmente discutible, como es la publicación especial de sentencia; consiste 

en la inserción total o parcial de ella, en uno o dos periódicos que circulen en la localidad. 

3. Derecho comparado. En otro orden de ideas, la iniciante refiere que el Registro de ofensores sexuales es un 

sistema que distintos países han creado para que la autoridad esté en posibilidades de dar seguimiento a las 

personas que mediante Sentencia firme fueron señalados como ofensores sexuales. En estos países, por ejemplo los 

Estados Unidos de Norteamérica, los datos del registro están al alcance de la población; principalmente a través de 

medios electrónicos, refiere que algunos de los países donde se ha implementado un registro de este tipo son 

Canadá, donde existe el Registro Nacional de Delincuentes Sexuales (National Sex Offender Registry); Estados 

Unidos de Norteamérica, donde existe desde 1994 la Wetterling Act y dese 2007 la Adam Walsh Child Protection 

and Safety Act; Inglaterra, donde está en vigor el Registro de Delincuentes Violentos y Sexuales (Violent and Sex 

Offender Register). 

En América Latina, en Puerto Rico, existe el Registro de Personas Convictas por Delitos Sexuales y Abuso Contra 

Menores, mediante Ley Núm. 266 del 9 de septiembre de 2004. Y en Europa, países como España se han planteado 

con toda seriedad este asunto: “Desde hace ya unos años, el gobierno español viene planteando la creación de 

registros de delincuentes sexuales como forma de prevención de nuevos casos”, finaliza la proponente. 

Es por lo anterior, que en esta Comisión dictaminadora al analizar la exposición de motivos realizada por el 

legislador proponente, nos permitimos realizar las siguientes: 

III. CONSIDERACIONES 

PRIMERA. – Esta dictaminadora es competente para dictaminar el presente asunto en términos de los artículos 

enunciados en el proemio del presente dictamen, por lo que una vez precisado lo anterior, los integrantes de esta 

Comisión dictaminadora, realizamos un análisis detallado y objetivo respecto a las iniciativa presentadas por la 

Diputada Martha Cristina Jiménez Márquez, las cuales tienen un noble propósito que de fondo, esta Comisión 

considera que es atendible, ya que denota una preocupación por la integridad y seguridad de un sector social que es 

considerado como vulnerable. 

SEGUNDA.- La Diputada iniciante realiza tres propuestas en las dos iniciativas. La primera de ellas consiste en la 

reforma al artículo 24 del Código Penal Federal en el cual propone la creación del Registro de Personas con 

Sentencia Firme a las que se les ha impuesto la sanción consistente en la prohibición de ir a lugar determinado y la 

de publicación especial de la sentencia tratándose de cualquiera de los delitos contemplados en el Título Décimo 

Quinto de este mismo Código Penal; dicha propuesta se considera atendible realizando algunas modificaciones. 

Al respecto, debe decirse que por sí mismo el registro no representa ningún problema, no siendo así el uso o 

manejo que se le pueda dar. Lo anterior se hace mención tomando en consideración que nuestra Carta Magna en su 

artículo 1° establece como derecho de toda persona, que no podrá ser discriminada por ninguna razón y el mal 

empleo de información como una sentencia condenatoria, pudiera representar actos discriminatorios, para una 

mayor claridad se transcribe la porción normativa de nuestra Carta Magna: 

Artículo 1°. ... 



 

 

... 

... 

... 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 

sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

Derivado de lo anterior, esta dictaminadora considera que se encuentra justificada la propuesta de la legisladora 

iniciante, ya que busca proteger la integridad y seguridad de víctimas en potencia de delitos de naturaleza sexual, 

los cuales principalmente son menores de edad y en especial estado de vulnerabilidad. 

Si realizamos una ponderación entre el derecho de los niños a un pleno desarrollo integral, como lo establece el 

artículo 4 de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece: 

Artículo 4°. ... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la 

niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de 

sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este 

principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 

niñez. 

... 

... 

... 

... 



 

 

Atendiendo a lo anterior, el Estado debe velar por el respeto de los menores, tomando en consideración el interés 

superior de la niñez en todas sus actuaciones, sin embargo, también las personas adultas tienen derechos que deben 

ser respetados, como es el ya mencionado derecho a la no discriminación, el derecho a desempeñarse en cualquier 

actividad siempre y cuando sea lícita, el derecho a libre tránsito, el derecho a comunicarse, etcétera. 

Esta dictaminadora considera viable la propuesta de la iniciante, sin embargo, también estima que se debe 

adicionar una porción normativa con el objeto de que la información que contenga este registro, sea empleada con 

el debido tratamiento que la misma ley establece, ya que para tal efecto existe en nuestro marco normativo las 

disposiciones normativas en materia de transparencia y acceso a la información pública, por lo cual se consideró 

correcto remitir a las disposiciones aplicables en la materia. 

TERCERA.- Por cuanto hace a la reforma del artículo 366 Ter, del mismo cuerpo de leyes, con el objeto de que 

adicionalmente a la pena privativa de la libertad que sea impuesta por el Órgano jurisdiccional competente, se 

imponga también como parte integrante de su sentencia la prohibición de acudir a ciertos lugares por el tiempo que 

el juzgador determine, esta dictaminadora también considera que es atendible, sin embargo también se estima 

procedente ser más específicos, es decir, se considera oportuno adicionar que los lugares a que se refiere la 

iniciante en su propuesta, se establezca que sea en los que haya concurrencia de niñas, niños o adolescentes o bien 

que la persona quede sujeta a vigilancia por la autoridad policial, ya que con ello se brinda claridad a la propuesta y 

tiene un mejor entendimiento. 

Cabe destacar que la Ley General de Víctimas en su artículo 5, décimo primer párrafo establece: 

“Las autoridades que deban aplicar esta Ley ofrecerán, en el ámbito de sus respectivas competencias, garantías 

especiales y medidas de protección a los grupos expuestos a un mayor riesgo de violación de sus derechos, 

como niñas y niños, jóvenes, mujeres, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, migrantes, 

miembros de pueblos indígenas, personas defensoras de derechos humanos, periodistas y personas en situación 

de desplazamiento interno. En todo momento se reconocerá el interés superior del menor”. 

Aunado a ello, se debe tomar en cuenta el interés superior del menor, el cual, se define en términos de los artículos 

4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño 

(ratificada por México y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991); y 3, 4, 6 y 7 de 

la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, los tribunales deben atender 

primordialmente al interés superior del niño, en todas las medidas que tomen concernientes a éstos, concepto 

interpretado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (cuya competencia aceptó el Estado Mexicano el 

16 de diciembre de 1998 al ratificar la Convención Interamericana de Derechos Humanos) de la siguiente 

manera: “la expresión ‘interés superior del niño’ ... implica que el desarrollo de éste y el ejercicio pleno de sus 

derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y la aplicación de éstas 

en todos los órdenes relativos a la vida del niño” 
1
 . 

CUARTA.- Finalmente, la tercera propuesta consiste en la adición del artículo 209 quater, el cual tiene por objeto 

regular la sanción que pudiera imponer el Órgano jurisdiccional consistente en la prohibición de acudir a ciertos 

lugares como parte integral de la sentencia de que sea objeto. 

De manera general, se puede mencionar que esta dictaminadora está de acuerdo con la propuesta básicamente por 

los argumentos ya expuestos, como se puede apreciar, las tres propuestas van encaminadas al mismo tema: la 

protección de menores de posibles agresiones de carácter sexual, lo cual evidentemente debe representar una 

prioridad para el Estado, ya que estas medidas deben ir aparejadas de medidas preventivas que sean tendientes a 

promover el cuidado y protección de este sector social. 



 

 

Es menester precisar que esta Comisión como ya se ha referido, está de acuerdo con la propuesta de la legisladora 

iniciante, únicamente se realizó una precisión con el objeto de que la imposición de esta sanción no consista en una 

obligación, sino que dependiendo del caso el Órgano jurisdiccional lo valore. 

En el Código Penal Federal existen ciertas reglas de aplicación punitiva optativas (concurso), sin embargo es 

cuando existe una decisión para acumular o no sanciones individualmente determinadas; en este caso, el fin que se 

persigue es el de una sanción adicional, que tiene qué ver con seguimiento a los sentenciados por delitos sexuales 

Por lo antes expuesto, los diputados integrantes de la Comisión de Justicia LXIII Legislatura, sometemos a 

consideración del pleno de esta Honorable asamblea el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 24 Y 366 TER Y SE 

ADICIONA EL 209 QUÁTER AL CÓDIGO PENAL FEDERAL. 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los artículos 24 y 366 Ter y se adiciona el 209 Quater al Código Penal Federal, 

para quedar como sigue: 

Artículo 24.- Las penas y medidas de seguridad son: 

1.- 19... 

20.- Inscripción en el Registro de personas con Sentencia Firme a las que se les ha impuesto la sanción 

consistente en la prohibición de ir a lugar determinado y la de publicación especial de sentencia, tratándose 

de cualquiera de los delitos señalados en el Titulo Decimoquinto Delitos contra la libertad y el normal 

desarrollo psicosexual del Código Penal Federal. Dicho registro únicamente podrá ser consultado en 

términos de la ley en materia de transparencia y acceso a la información pública aplicable. 

... 

Articulo 366 Ter.-... 

... 

I – III. ... 

A quienes cometan el delito a que se refiere el presente artículo se les podrá imponer una pena de tres a diez 

años de prisión y de cuatrocientos a mil días de multa. También podrá imponerse la prohibición de acudir a 

lugares donde haya concurrencia de niñas, niños o adolescentes, o algún otro para efectos de garantizar la 

seguridad de la víctima, o que quede sujeta a vigilancia por la autoridad policial hasta por un término 

igual al de la sanción privativa de libertad impuesta. 

... 

... 

Artículo 209 Quáter. Cuando la víctima fuese menor de edad o una persona que no tuviera capacidad de 

comprender el significado del hecho, se podrá imponer a la persona que haya sido condenada por alguno de 

los delitos previstos en este Título, además de las penas previstas por el delito cometido, la prohibición de 

acudir a lugares donde haya concurrencia de niñas, niños o adolescentes, o algún otro para efectos de 



 

 

garantizar la seguridad de la víctima, o que quede sujeta a vigilancia por la autoridad policial hasta por un 

término igual al de la sanción privativa de la libertad. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

SEGUNDO.- El Registro a que se refiere el numeral 20 del artículo 24 del Código Penal Federal, estará a 

cargo del Centro Nacional de Información, dependiente del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública, el cual deberá ser creado en un plazo no mayor un año a partir de la entrada en vigor 

del presente Decreto. 

TERCERO.- El Ejecutivo Federal contará con un plazo de un año a partir de la entrada en vigor del 

presente Decreto para expedir la reglamentación necesaria para poner en funcionamiento el Registro a que 

se refiere el numeral 20 del artículo 24 del Código Penal Federal, en el cuál, en todo momento se respetarán 

los derechos humanos de los sentenciados; se establecerá el marco de coordinación entre las Policías, la 

Procuraduría o Fiscalía General de la República, la Comisión Nacional de Seguridad y demás Instituciones 

de Seguridad que correspondan, a efecto de estar en posibilidad de actualizar constantemente la 

información remitida al respecto. 

CUARTO.- Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del presente Decreto, se 

cubrirán con cargo al presupuesto autorizado para el presente ejercicio fiscal, y los subsecuentes, al órgano 

administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, Secretariado Ejecutivo del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública, por lo que no se requerirán de recursos adicionales para su cumplimiento. 

Notas: 

1 172003. 1a. CXLI/2007. Primera Sala. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 

XXVI, Julio de 2007, Pág. 265. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de 2016. 

La Comisión de Justicia 

Diputados: Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica), presidente; María Gloria Hernández Madrid (rúbrica), Ricardo 

Ramírez Nieto (rúbrica), José Hernán Cortés Berumen (rúbrica), Javier Antonio Neblina Vega (rúbrica), Patricia 

Sánchez Carrillo (rúbrica), Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Lía Limón García (rúbrica), Víctor Manuel Sánchez 

Orozco, secretarios; Jesús Emiliano Álvarez López (rúbrica en abstención), Alfredo Basurto Román (rúbrica en 

abstención), Ramón Bañales Arámbula (rúbrica), Tristán Manuel Canales Najjar (rúbrica), Édgar Castillo 

Martínez, José Alberto Couttolenc Buentello, César Alejandro Domínguez Domínguez (rúbrica), Mayra Angélica 

Enríquez Vanderkam, Waldo Fernández González (rúbrica), José Adrián González Navarro, Sofía González Torres 

(rúbrica), Carlos Iriarte Mercado (rúbrica), Armando Luna Canales (rúbrica), Abel Murrieta Gutiérrez (rúbrica), 

Daniel Ordóñez Hernández (rúbrica), Ulises Ramírez Núñez (rúbrica), Édgar Romo García (rúbrica), Martha Sofía 

Tamayo Morales. 


